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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico a 16 de diciembre de 2021. 

El señor José Vázquez Marín (Sr. Vázquez Marín o recurrente), 

quien es miembro de la población correccional, presentó un recurso 

de revisión judicial ante este foro apelativo, por derecho propio y de 

forma pauperis. Nos solicita la revocación de una Resolución dictada 

el 8 de octubre de 2021 por la Junta de Libertad Bajo Palabra (la 

Junta).1 Mediante esta, la agencia denegó la solicitud de concesión 

del privilegio de libertad bajo palabra interpuesta por el recurrente.  

Por los fundamentos expuestos a continuación, se confirma la 

Resolución recurrida.  

I. 

El señor Vázquez Marín manifestó en su recurso que, el 15 de 

septiembre de 2020, la Junta celebró una vista para atender su 

solicitud del beneficio de libertad bajo palabra.2 El 8 de octubre de 

 

1La Resolución de la Junta de Libertad bajo Palabra fue archivada en autos el 13 

de octubre de 2021 y notificada al recurrente el 28 de octubre de 2021. Anejo I del 

recurso de Revisión Judicial. 
2 Recurso de Revisión Judicial, pag. 2. Advertimos que no fue incluido en el recurso 

ante nos, ningún documento acreditativo de la alegada vista celebrada ante la 

JLBP. Además, aclaramos que las páginas del recurso presentado no están 
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2021, archivada el 13 del mismo mes, y notificada al recurrente el 28 

también del mismo mes y año, la Junta emitió la Resolución 

recurrida, en la que denegó la solicitud del Sr. Vázquez Marín. 

Inconforme con tal determinación, el Sr. Vázquez Marín solicitó 

el 1 de noviembre de 2021, la reconsideración al referido dictamen. 

El 11 de noviembre de 20213, la Junta emitió una Resolución, 

declarando “No Ha Lugar” la solicitud de reconsideración presentada 

por este. 

Para una mejor compresión del marco fáctico-procesal de los 

hechos que originan el presente recurso, sólo haremos referencia a 

las expresiones pertinentes a la controversia que fueron consignadas 

por la Junta en la Resolución del 8 de octubre de 2021. 

[…] El peticionario se encuentra recluido en la Institución 
Correccional Bayamón 501, cumpliendo de veinte (20) 

años, diez (10) meses y dieciséis (16) días por los delitos 
de Agresión Sexual y Fuga del Código Penal de Puerto 
Rico, Artículo 19, de la ley 8, violación al Artículo 75 de 

la Ley 177 y violación al Artículo 2 de la Ley 15.  
 
Surge del expediente que el 27 de mayo del 2021, la 

Junta de Libertad Bajo Palabra adquirió jurisdicción 
para considerar el presente caso. Cumplirá 

tentativamente su sentencia el 21 de mayo del 2026.  
 

Una vez evaluada toda la documentación que obra en el 

expediente del caso de autos, entiéndase los informes, 
evaluaciones y expedientes que fueron referidos por el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, la Junta 
de Libertad Bajo Palabra emite las siguientes 
determinaciones. 

 
DETERMINACIONES DE HECHOS 

1. Surge del informe complementario de libertad bajo 

palabra, realizado el 1ro de octubre de 2021, por la 
técnic[o] de servicios sociopenales, Gloricel Ortiz Ortiz del 

Programa Metropolitano, se desprende que el lugar 
propuesto no es adecuado para su rehabilitación.  
 

2. Surge del expediente que el peticionario posee 
historial de fuga.  

 

numeradas. Por lo que, en adelante, hacemos referencia a éstas en su orden 
natural. 
3 La Resolución de la Junta sobre la reconsideración presentada por el recurrente 

fue emitida el 11 de noviembre de 2021 y archivada en autos el 15 de noviembre 

de 2021. Anejo III del recurso de revisión judicial.  
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3. Surge del expediente que la comunidad no recomienda 

la concesión del privilegio de libertad bajo palabra al 
peticionario.  
 

4. Surge de la evaluación psicológica efectuada el 7 de 
abril de 2021, por el personal designado por el Programa 

de Rehabilitación y Tratamiento en Bayamón, se 
desprende que el peticionario presenta varios factores 
de riesgo donde encontramos: reincidencia en la 

conducta delictiva y pobre manejo de emociones, 
impulsividad ocasional. Además, se recomienda 

atender los indicadores emocionales y factores de 
riesgo identificados en la evaluación psicológica 
antes mencionada. 

 
5. Surge del Informe de Libertad Bajo Palabra realizado 
el 14 de septiembre de 2021, por la técnic[o] de servicios 

socio penales, Gloricel Ortiz Ortiz, del Programa de 
Comunidad de Carolina, que el peticionario carece de 

una oferta de empleo viable. 
 
6.Surge del Informe Breve de Libertad Bajo Palabra, 

realizado el 17 de agosto de 2021, por la técnic[o] de 
servicios socio penales, Lourdes M. García Martínez del 
Programa de Comunidad de Humacao, que el 

peticionario posee una candidata amiga consejera 
corroborada.  

 
7.El peticionario se encuentra clasificado en custodia 
mínima desde el 30 de marzo de 2021.  

 
8.El peticionario posee la toma de muestras de ADN 

realizada el 29 de noviembre de 2016, conforme lo 
dispuesto en la Ley Núm. 275, según enmendada.  
 

9. El peticionario completó el Programa Aprendiendo A 
Vivir Sin Violencia el 27 de junio de 2017.  
 

10. El peticionario completó el Programa de Control de 
Conducta Violenta el 17 de mayo de 2013.  

 
11. El peticionario posee un PROXY de cuatro (mediano 
riesgo).  

[…] 
 

Sin embargo, en el caso que nos ocupa, entendemos que 
el peticionario aún no es un buen candidato para 
merecer el privilegio de libertad bajo palabra. El 

peticionario carece de un lugar adecuado para su 
rehabilitación. El peticionario carece de una oferta de 
empleo viable. Por lo que, el peticionario carece de 

un plan de salida viable en dos de las áreas 
requeridas. También, la comunidad no recomienda la 

otorgación del privilegio de libertad bajo palabra al 
peticionario. 
 

Además, el peticionario cumple por el delito (agresión 
sexual) de naturaleza violenta y se desprende que éste 

fue evaluado psicológicamente presentando varios 
factores de riesgos entre los cuales encontramos: 
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reincidencia en la conducta delictiva, pobre manejo 

de emociones e impulsividad ocasional. Por lo que, se 
recomienda que se atiendan los indicadores 
emocionales y factores de riesgo identificados en la 

evaluación psicológica efectuada al mismo. 
 

Tomando en consideración todos los factores del 
presente caso, consideramos que el peticionario no 
cualifica para beneficiarse del privilegio de libertad bajo 

palabra. 
… 

ORDEN 
La Junta de libertad bajo palabra volverá a considerar 
en el mes de octubre del 2022 puntos para dicha 

fecha el peticionario deberá haber sometido un plan 
de salida completo. Por su parte el Departamento de 
Corrección y Rehabilitación deberá a su vez someter 

un Informe actualizado de Ajuste y Progreso y un 
Informe Breve de Libertad Bajo Palabra, previo a la 

fecha de consideración.  
 
Para la fecha de consideración (no más tarde de octubre 

de 2022) se requiere que el Departamento de Corrección 
y Rehabilitación remita el Expediente Criminal y Social 
del peticionario. 4 (Énfasis nuestro).  

  

No conteste con esta determinación, el 18 de noviembre de 

2021, el Sr. Vázquez Marín instó ante nos el presente recurso de 

Revisión Judicial.  

Hemos examinado con detenimiento el escrito y los anejos 

sometidos por el recurrente y optamos por prescindir de los términos, 

escritos o procedimiento ulteriores “con el propósito de lograr su más 

justo y eficiente despacho”.5  

II. 

A. 

 La Ley Núm. 38-2017, conocida como la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAU), 

establece el alcance de la revisión judicial de las determinaciones de 

las agencias administrativas. A tenor con la citada Ley, la revisión 

judicial consiste, esencialmente, en determinar si la actuación de la 

 

4 Anejo III del recurso de revisión judicial.  
5 Regla 7(b)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones. 4 LPRA Ap. XXII-B; R. 

7(b)(5).   
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agencia fue dentro de las facultades que le fueron conferidas por ley 

y si la misma es legal y razonable.6 Es norma reiterada que los foros 

revisores han de conceder gran deferencia y consideración a las 

decisiones de las agencias administrativas, dado a la vasta 

experiencia y conocimiento especializado sobre los asuntos que le 

fueron delegados.7 Por ello, los tribunales deben ser cautelosos al 

intervenir con las decisiones de los organismos administrativos.8  

Por las razones antes aludidas, las decisiones de las agencias 

administrativas están revestidas de una presunción de regularidad y 

corrección.9 La presunción de corrección que acarrea una decisión 

administrativa deberá sostenerse por los tribunales, a menos que la 

misma logre ser derrotada mediante la identificación de evidencia en 

contrario que obre en el expediente administrativo.10 Al momento de 

revisar una decisión administrativa el criterio rector para los 

tribunales será la razonabilidad en la actuación de la agencia.11 Hay 

que determinar si la agencia actuó de forma arbitraria, ilegal, o 

de manera tan irrazonable que su actuación constituyó un abuso 

de discreción.12  

Al analizar un dictamen administrativo, el tribunal debe 

considerar los siguientes criterios:  

(1) si el remedio concedido por la agencia fue apropiado;  
(2) si las determinaciones de hecho que realizó la agencia 
están sostenidas por evidencia sustancial que obra en el 

expediente administrativo visto en su totalidad, y  

 

6 Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 26, 35 (2018); T–JAC, Inc. v. Caguas 
Centrum Limited, 148 DPR 70 (1999).   
7 Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, 202 DPR 117 (2019); Rolón Martínez v. 
Supte. Policía, supra; Mun. San Juan v. Plaza Las Américas, 169 DPR 310, 323 

(2006); Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 615–616 (2006).   
8 Metropolitana, S.E. v. A.R.P.E., 138 DPR 200, 213 (1995); Viajes Gallardo v. Clavell, 
131 DPR 275, 289–290 (1992). 
9 Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra; García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 

870 (2008); Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684 (2006); Rivera Concepción v. A.R.Pe., 152 

DPR 116, 123 (2000). 
10 E.L.A. v. P.M.C., 163 DPR 478 (2004); Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 130 

(1998); A.R.P.E. v. J.A.C.L., 124 DPR 858 (1989).   
11 Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004).   
12 Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra; Cfr. Morales Tañón v. AEE, 193 DPR 544, 

550 (2015) (Sentencia); Asoc. Tulip/Monteverde v. J.P., 171 DPR 863 (2007); Marina 
Costa Azul v. Comisión, 170 DPR 847 (2007).   
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(3) si, mediante una revisión completa y absoluta, las 

conclusiones de derecho del ente administrativo fueron 
correctas.13  

 

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que los tribunales no 

deben intervenir o alterar las determinaciones de hechos de un 

organismo administrativo “si las mismas están sostenidas por 

evidencia sustancial que surja del expediente administrativo 

considerado en su totalidad.”14 La parte que alegue ausencia de 

evidencia sustancial debe demostrar que existe: 

 “[…] otra prueba en el récord que razonablemente 

reduzca o menoscabe el peso de tal evidencia, hasta el 
punto de que un tribunal no pueda concienzudamente, 

concluir que la evidencia sea sustancial [...] hasta el 
punto de que se demuestre claramente que la decisión 
[del organismo administrativo] no está justificada por 

una evaluación justa del peso de la prueba” que tuvo 
ante su consideración.”15  
 

En otras palabras, la parte recurrente tiene la obligación de 

derrotar la presunción de corrección de los procesos y de las 

decisiones administrativas.16 Si no demuestra que existe esa otra 

prueba, las determinaciones de hechos del organismo administrativo 

deben ser sostenidas por el tribunal revisor.17  

Sin embargo, cuando se trate de conclusiones de derecho que 

no envuelvan interpretaciones dentro del área de especialización de 

la agencia, éstas se revisarán por los tribunales sin circunscribirse al 

razonamiento que haya hecho la agencia.18 Cuando las 

determinaciones de las agencias estén entremezcladas con 

conclusiones de derecho, el tribunal tendrá amplia facultad para 

revisarlas, como si se fuesen una cuestión de derecho propiamente.19  

 

13 Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, págs. 35-36; Pagán Santiago et al. v. ASR, 

185 DPR 341, 358 (2012). 
14 Otero Mercado v. Toyota de P.R. Corp., 166 DPR 716 (2005); Domínguez v. Caguas 
Expressway Motors, Inc., 148 DPR 387 (1999).   
15 Metropolitan S.E. v. A.R.P.E., supra, 213, citando Hilton Hotels v. Junta de Salario 

Mínimo, 74 DPR 670, 686 (1983). 
16 Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 133 DPR 521, 532 (1993).   
17Ramírez v. Dpto. de Salud, supra, pág. 905.  
18 Rivera v. A & C Development Corp., 144 DPR 450 (1997).   
19Íd., pág. 461. 
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B. 

La Ley Núm. 118 de 22 de julio de 1974 (Ley 118)20 creó la 

Junta de Libertad Bajo Palabra, adscrita al Departamento de 

Corrección y Rehabilitación. El aludido cuerpo legal le confirió 

facultad a la Junta para decretar la libertad bajo palabra a una 

persona recluida en las instituciones carcelarias, sujeto a que cumpla 

el término mínimo dispuesto por ley y que no se trate de los delitos 

excluidos de tal beneficio.21 El decreto de libertad bajo palabra 

autoriza que una persona condenada a reclusión cumpla la última 

parte de su sentencia fuera de la institución correccional, sujeto al 

cumplimiento de las condiciones impuestas por la Junta.22  

La libertad bajo palabra es un privilegio, no un derecho. Este 

privilegio se le otorga al miembro de la población correccional que 

cumpla ciertos criterios personales y de comportamiento, siempre 

que redunde en el mejor interés de la sociedad y cuando las 

circunstancias demuestren que tal medida logrará la rehabilitación 

moral y económica de estos. Su concesión dependerá de la discreción 

de la Junta, cuyo ejercicio se regirá por los criterios legales y 

reglamentarios establecidos.23  

Respecto al procedimiento para la concesión del privilegio de 

libertad bajo palabra, la aludida ley dispone lo siguiente:  

Una persona recluida en una institución 

carcelaria en Puerto Rico o en cualquier Programa de 
Desvió (sic) que cumpla con los requisitos establecidos 

por la Junta mediante reglamento o en esta ley, que 
muestre un alto grado de rehabilitación y que no 
represente un riesgo a la sociedad, podrá solicitar 

formalmente el privilegio de libertad bajo palabra dentro 
de la jurisdicción de la Junta mediante los mecanismos 

que disponga la misma, igualmente mediante 
reglamento. La solicitud por parte de la persona recluida 
conllevará el consentimiento de esta para que la Junta 

 

20 4 LPRA, sec. 1501 et seq. 
214 LPRA sec. 1503; Pueblo v. Contreras Severino, 185 DPR 646, 658 (2012).  
22 Maldonado Elías v. González Rivera, 118 DPR 260, 275 (1987). 
23 R Quiles v. Del Valle, 167 DPR 458, 475 (2006); Rivera Beltrán v. Junta de Libertad 
Bajo Palabra, 169 DPR 903 (2007); León v. Alcaide, 91 DPR 567 (1964); Emmanuelli 
v. Tribunal de Distrito, 74 DPR 541 (1953). 



 

 

KLRA202100593 

 

8 

pueda revisar y obtener copia de todos los expedientes 

sobre dicha persona en poder de la Administración de 
Corrección, a fin de que pueda ser considerada para la 
concesión de los privilegios contemplados en esta ley. 

 
Recibida la solicitud, la Junta referirá la evaluación de la 

misma a uno de los paneles para el trámite y 
adjudicación correspondiente.24 
 

En el referido proceso de evaluación, la Junta tendrá discreción 

para tomar en consideración diversos criterios para la concesión del 

privilegio, conforme a la elegibilidad del solicitante, entre ellos: 

(1) La naturaleza y circunstancias del delito o delitos por 
los cuales cumple sentencia. 

(2) Las veces que el confinado haya sido convicto y 
sentenciado. 

(3) Una relación de liquidación de la sentencia o 
sentencias que cumple el confinado. 
(4) La totalidad del expediente penal, social, y los 

informes médicos e informes por cualquier profesional de 
la salud mental, sobre el confinado. 
(5) El historial de ajuste institucional y del historial social 

y psicológico del confinado, preparado por la 
Administración de Corrección y el historial médico y 

psiquiátrico preparado por Salud Correccional del 
Departamento de Salud. 
(6) La edad del confinado. 

(7) El o los tratamientos para condiciones de salud que 
reciba el confinado. 

(8) La opinión de la víctima. 
(9) Planes de estudios, adiestramiento vocacional o 
estudio y trabajo del confinado. 

(10) Lugar en el que piensa residir el confinado y la 
actitud de dicha comunidad, de serle concedida la 
libertad bajo palabra. 

(11) Cualquier otra consideración meritoria que la Junta 
haya dispuesto mediante reglamento. La Junta tendrá la 

discreción para considerar los mencionados criterios 
según estime conveniente y emitirá resolución escrita 
con determinaciones de hechos y conclusiones de 

derecho.25 
 

El Tribunal Supremo ha resuelto que, cumplidos los precitados 

criterios por el solicitante, el privilegio se eleva a la categoría de 

“derecho limitado”.26 No obstante, la concesión de tal “derecho 

limitado” siempre descansa en la autoridad discrecional delegada a 

la Junta, cuyas funciones los tribunales no deben usurpar, aunque 

 

24 4 LPRA sec. 1503c. 
25 4 LPRA sec. 1503d. 
26 Rivera Beltrán v. J. L. B. P., 169 DPR 903, 909 (2007). 
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pueden revisarlas de conformidad con los criterios que gobiernan esa 

gestión judicial.27  

Para implantar las disposiciones de la Ley Núm. 118, supra, la 

JLBP adoptó el Reglamento de la Junta de Libertad Bajo Palabra, 

Reglamento Número 9232.28 En su Art. X, se establecen los criterios 

que la Junta deberá considerar al evaluar la solicitud de libertad bajo 

palabra de un confinado. La Sección 10.1 detalla los siguientes 

criterios de elegibilidad, entre los cuales destacamos los siguientes: 

A. La Junta evaluará las solicitudes del privilegio, caso a 
caso, conforme al grado de rehabilitación y ajuste que 
presente el peticionario durante el término que ha 

estado en reclusión. 
 

B. Al evaluar los casos, la Junta tomará en consideración 
los siguientes criterios con relación al peticionario: 
 

1. Historial delictivo 
a. La totalidad del expediente penal. 
b. Los antecedentes penales. Se entenderá por 

antecedentes penales las veces que un peticionario 
haya sido convicto y sentenciado. 

[…]. 
2. Una relación de liquidación de la(s) sentencia(s) que 
cumple el peticionario. 

3. La clasificación de custodia, el tiempo que lleva en 
dicha clasificación y si hubo cambio de clasificación y 

las razones para ello. 
a. La Junta no concederá libertad bajo palabra 
cuando el peticionario se encuentre en custodia 

máxima. 
4. La edad del peticionario. 
5. La opinión de la víctima. 

a. La opinión de la víctima constituye un factor a ser 
considerado por la Junta, pero la determinación 

sobre el grado de rehabilitación de un peticionario y 
si está capacitado para continuar cumpliendo su 
sentencia en la libre comunidad es prerrogativa de la 

Junta. 
6. El historial social 
a. Se tomará en consideración la totalidad del 

expediente social. 
b. Si anteriormente ha estado en libertad bajo 

palabra, libertad a prueba o cualquier otro programa 
de desvío. 
i. Cumplimiento y ajustes institucionales 

ii. Si se le revocó la libertad bajo palabra, libertad a 
prueba o cualquier otro programa de desvío. 

 

27 Íd.; Véase, además Quiles v. Del Valle, 167 DPR 458, 475 (2006); Ortiz Serrano v. 
González Rivera, 131 DPR 849, 863 (1992). 
28 Reglamento 9232 de 18 de noviembre de 2020.  
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iii. No se tomará en consideración una revocación si 

han transcurrido tres (3) años desde la fecha en que 
se revocó la libertad bajo palabra, libertad a prueba 
o cualquier otro programa de desvío. 

c. El historial de ajuste institucional y el historial 
social preparado por la Administración de 

Corrección. 
d. Si se le han impuesto medidas disciplinarias, 
disponiéndose que no se tomarán en consideración 

aquellas medidas disciplinarias en las cuales ha 
transcurrido un (1) año desde la fecha en que se 

impuso dicha medida disciplinaria. 
e. El historial de trabajo y/o estudio realizado en la 
institución. 

f. En los casos contemplados en el Art. VII, Sección 
7.4 de este Reglamento, el peticionario debe haber 
observado buena conducta en la institución por un 

lapso razonable de tiempo que no será menor de un 
(1) año natural, ininterrumpido, a la fecha de cumplir 

con las condiciones para el privilegio.  
7. Si cuenta con un plan de salida estructurado y 
viable en las áreas de oferta de empleo y/o estudio, 

residencia y amigo consejero. 
a. El plan de salida podrá ser en Puerto Rico, en 
cualquier estado de los Estados Unidos o en 

cualquier otro país que tenga un tratado de 
reciprocidad con Estados Unidos.  

[…] 
e. Residencia  
i. Todo peticionario tiene que indicar el lugar en el 

cual piensa residir de serle concedida la libertad bajo 
palabra, bien sea en una residencia o un programa 

interno. 
ii. De proponer una residencia, el peticionario 
proveerá el nombre completo y número de 

teléfono de la persona con la cual residirá, o de 
algún familiar cercano, así como la dirección 
física de la residencia. En estos casos, se realizará 

una investigación sobre la actitud de la comunidad 
donde propone residir el peticionario, de serle 

concedida la libertad bajo palabra.  
iii. De proponer una residencia propia y no contar 
con recurso familiar, deberá presentar como 

recurso y apoyo el amigo consejero o alguna 
persona que le pueda servir de apoyo, aunque no 

resida con el peticionario. Deberá presentar el 
nombre completo de esa persona, número de 
teléfono y correo electrónico. En estos casos, se 

realizará una investigación sobre la actitud de la 
comunidad donde propone recibir el peticionario de 
serle concedida la libertad bajo palabra. 

iv. Si el peticionario interesa ingresar a un 
programa interno, tendrá que presentar la carta 

de aceptación del programa, así como proponer 
una residencia alterna en la cual disfrutará de los 
pases, en los casos que aplique. Dicha residencia 

alterna será corroborada para determinar su 
viabilidad. Si la residencia alterna no resulta 

viable, el peticionario no podrá disfrutar de pases 
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hasta tanto no provea una residencia alterna 

viable, y así lo autorice la Junta.  
iv. Para determinar si la vivienda propuesta es 
viable, la Junta considerará:  

(a) Las características personales e historial 
delictivo de las personas con las cuales convivirá el 

peticionario en la vivienda, y cómo el peticionario se 
relaciona con estos.  
(b) Opinión de la comunidad sobre la 

determinación de conceder el privilegio y las 
personas con las cuales convivirá el 

peticionario.  
(c) Condición de la planta física de la residencia y 
cantidad de habitantes de la misma.  

(d) Si la residencia propuesta está relativamente 
cercana a la residencia de la víctima de delito.  
(e) Si existe algún impedimento en ley para que el 

peticionario resida en la vivienda propuesta, excepto 
se encuentre incluido en el contrato de vivienda o 

certificación de la administración correspondiente. 
(f) Cualquier otra consideración que la Junta estime 
pertinente dentro de los méritos del caso individual. 

f. Amigo consejero 
i. El amigo consejero tiene la función de cooperar con 
la Junta y el Programa de Comunidad en la 

rehabilitación del peticionario. 
[…] 

9. Si se registró en el Registro de Personas Convictas por 
Delitos Sexuales y Abuso Contra Menores, en aquellos 
casos en que el peticionario cumpla sentencia por alguno 

de los delitos identificados en el Artículo 3 de la Ley Núm. 
266 de 9 de septiembre de 2004, según enmendada. 

[…] 
12. La Junta tendrá discreción para considerar los 
mencionados criterios según considere conveniente y 

cualquier otro meritorio con relación a la rehabilitación 
del peticionario y al mejor interés de la sociedad. (Énfasis 
nuestro) 

 

La Junta evaluará las solicitudes del privilegio, caso a caso, 

conforme al grado de rehabilitación y ajuste que presente el 

miembro de la población correccional durante el término que ha 

estado en reclusión. 

III. 

En el caso de autos, el Sr. Vázquez Marín alegó que la 

denegatoria a su solicitud de beneficiarse del privilegio de libertad 

bajo palabra se debió a que: (i) “el hogar” sugerido no es el adecuado, 

(ii) no tiene una oferta de empleo viable, y (iii) la naturaleza violenta 

del delito de agresión sexual por el que cumple su pena. En relación 

con el hogar propuesto, expresó que, si la denegatoria de la Junta 
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consistía en la cercanía de un negocio de bebidas alcohólicas y un 

parque abandonado, el negocio se encuentra lejos del hogar y en el 

parque no se recrea ningún niño.29 

Además, aduce que la “Compañía Prospero Tires”, la cual se 

dedica al reciclaje de neumáticos, está en disposición de emplearlo y 

tiene “contratos con el D.C.R. y tiene confinados de la Inst. Bay. 1072 

[sic]”30, por lo que su participación en dicha compañía propendería a 

su rehabilitación. Por último, sostiene que este no tiene “influencias 

de abogados”, su caso no ha sido objeto de discusión pública, ni su 

socio penal, la Sra. Zoraida Pérez, “le ayudó”.31 

Luego de un examen de las alegaciones del recurrente, 

concluimos que no acompañó prueba alguna que sostenga lo alegado. 

Aun tomando lo informado por el Sr. Vázquez Marín, de la manera 

más favorable, este no discute ninguno de los otros criterios 

señalados por la Junta para denegar su solicitud, tales como los 

factores emocionales, que pesaron en su determinación. 

Como mencionamos, las determinaciones de las agencias 

administrativas merecen gran deferencia y están revestidas de una 

presunción de legalidad y corrección. Así que, le correspondía al Sr. 

Vázquez Marín derrotar dicha presunción mediante la presentación 

de evidencia en contrario, lo cual no hizo. En ausencia de tal 

evidencia, este tribunal no intervendrá en la determinación de la 

Junta, pues no se demostró que fue una irrazonable, arbitraria o 

ilegal. Además, la determinación recurrida atendió con diligencia la 

solicitud del recurrente, realizando una evaluación de su historial, 

conforme los criterios establecidos en la Ley Núm. 11832. La Junta 

volverá a considerar en el mes de octubre del 2022, la petición del 

 

29 Recurso de Revisión Judicial, pág. 3. 
30 Recurso de Revisión Judicial, pág. 4. 
31 Íd. 
32 Supra. 
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recurrente para ser considerado para el beneficio del privilegio de la 

libertad a prueba. Por ello, debe de cumplir estrictamente con lo que 

allí se le requiere. Por lo anterior, procede que confirmemos la 

Resolución del 8 de octubre de 2021 emitida por la Junta. 

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, se confirma la Resolución de la 

Junta de Libertad Bajo Palabra emitida el 8 de octubre de 2021.  

Notifíquese a todas las partes, al Departamento de Corrección 

y Rehabilitación (Departamento) y al Sr. Vázquez Marín. El 

Departamento deberá entregar copia de la presente Sentencia al 

recurrente en cualquier institución donde se encuentre confinado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


